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Introducción

La agenda latinoamericana de seguridad atraviesa por un impor-
tante momento de transición, como resultado de los cambios 
en el carácter y naturaleza de las amenazas, así como de los ins-

trumentos necesarios para confrontarlas. Por una parte, han concluido 
los conflictos armados internos entre los gobiernos nacionales y grupos 
guerrilleros, con la notable excepción de Colombia. De igual forma, y 
con la excepción del incidente militar en la frontera entre Colombia y 
Ecuador el primero de marzo de 2008, cuando tropas colombianas ata-
caron a miembros de las FARC en territorio ecuatoriano como parte de 
una maniobra para dar de baja a un alto dirigente del grupo guerrillero, 
la gran mayoría de los países latinoamericanos no perciben amenazas 
provenientes de países vecinos o de otros estados. No obstante, en los 
últimos veinte años, han aparecido nuevos fenómenos que han obligado 
a pensar en la reforma de las instituciones de seguridad y defensa. Estas 
nuevas amenazas tienen como característica la asimetría, la no conven-
cionalidad, y su manifestación y origen tanto nacional como transnacio-
nal. En casos extremos han puesto en jaque a gobiernos ante la aparente 
incapacidad de los cuerpos policiales de enfrentar estas nuevas amenazas 
a la seguridad pública e incluso a la gobernabilidad de los países.

En un esfuerzo conjunto, el proyecto “Creando Comunidades en la 
Américas” del Programa Latinoamericano del Woodrow Wilson Center 
y el Centro de Estudios Hemisféricos de Defensa (CHDS) de la Nacional 
Defense University, convocaron en septiembre de 2007, en el marco del 
X Aniversario del CHDS, a un distinguido grupo de expertos para que, 
ante una audiencia mixta que incluía funcionarios, representantes de ins-
tituciones militares y académicos, analizaran el impacto de las amenazas 
irregulares en la agenda de seguridad latinoamericana, y en particular en 
el proceso de las reformas de las instituciones de seguridad y defensa de la 
región. La gravedad de las amenazas ha llevado a los gobiernos y a diver-
sos sectores de la sociedad civil a proponer el uso de las fuerzas armadas 
en tareas de seguridad pública, lucha contra el crimen organizado y el 
narcotráfico. Esta cuestión ha levantado un serio debate entre estudiosos 
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Craig Deare

Reformas del sector seguridad:  
el caso de Chile

Lucía Dammert
Flacso-Chile

1. Introducción 

En Chile, la década de 1990 marca el regreso a la democracia tras 17 años de 
dictadura militar. Es en esta década cuando se inicia el período de “transi-
ción” democrática, durante el cual, con mucha cautela, se llevaron adelante 
algunos cambios institucionales necesarios para asegurar la estabilidad de-
mocrática, buscando el fortalecimiento del gobierno civil democrático sin 
generar tensiones de poder con las estructuras heredadas de la dictadura.

Si bien no hubo golpes militares, ni caídas o destituciones de man-
datario alguno desde 1990 hasta la fecha, sí se produjeron hechos que 
provocaron tensión y cierta inestabilidad en los gobiernos sucesivos. Pese 
a recobrar la democracia con la elección del presidente Patricio Aylwin 
en 1990, la gobernabilidad se vio comprometida por arreglos constitu-
cionales realizados durante la dictadura, que aseguraban la permanencia 
de Augusto Pinochet en cargos de importancia, como la Comandancia 
en Jefe del Ejército y, luego de su retiro, como Senador vitalicio. Desde 
estos cargos, realizó gestos de desacuerdo con las decisiones políticas o 
judiciales a manera de intimidación. Durante el gobierno de Aylwin 
(1990-1994), parte del Ejército llevó a cabo actos de amedrentamiento 
ante decisiones poco favorables para la institución militar, como los lla-
mados “ejercicios de enlace” y el “boinazo”, durante los cuales hubo 
movimiento de tropas en una clara alusión al poder que aún mante-
nía Pinochet. Al mismo tiempo, la existencia de Senadores designados 
constitucionalmente evitó que se obtuviera la mayoría necesaria en el 
Parlamento para que se aprobaran reformas constitucionales dirigidas a 
garantizar la estabilidad de las instituciones democráticas y otorgar el 
poder necesario al Presidente. 

El gobierno de Eduardo Frei (1994-2000) tuvo mayor estabilidad, 
con un Pinochet retirado e instalado en el Senado propiciando gestos 

Iglesias sobre el resultado de situaciones únicas del Perú, a pesar del éxito 
de las fuerzas armadas al derrotar al Sendero Luminoso, éstas habían 
quedado muy debilitadas después del colapso del régimen de Fujimori. 
En los años entre el 2000 y 2007 el proceso de reforma en Perú ha lo-
grado establecer delimitaciones relativamente claras entre los roles de las 
fuerzas armadas y la policía. 

En cambio en México la situación no ha cambiado mucho. Las fuer-
zas armadas, tanto de la Secretaria de Defensa Nacional y la Secretaria 
de la Marina, mantienen sus posiciones relativas en el sistema nacional. 
Raúl Benítez ha resumido, de manera concisa e impactante, los elemen-
tos claves de la influencia de las fuerzas armadas que continúan y crecen 
durante el sexenio del Presidente Calderón. Enfatiza el creciente rol de 
las fuerzas armadas en las responsabilidades de la política; la continuación 
de la autonomía militar; la continuación de una relación civil-militar 
desbalanceada, aunque con mejoras paulatinas; y una falta de interés en 
que las fuerzas armadas participen activamente en tareas de seguridad in-
ternacional. Además, Benítez identifica muy bien los elementos mayores 
de la lucha burocrática relacionados al proceso de defensa. 

Mi conclusión general es que sin mejores elementos de base en temas 
de desarrollo, los esfuerzos de seguridad seguirán siendo retroactivos con 
relación a la reforma necesaria en varios de esos sectores. Si no se en-
tiende bien la relación desarrollo-seguridad, y la necesidad de invertir de 
manera efectiva e inteligente en las dos categorías, las posibilidades de un 
aumento de la inversión directa del sector privado se verán dificultadas, y 
eso no ayudará al progreso necesario a través de la región. 
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de reconciliación. Hacia el fin del período de gobierno se produjo su 
detención en Londres, situación que no causó gran inestabilidad interna. 
El gobierno de Ricardo Lagos (2000-2006) no sufrió problemas de 
inestabilidad interna y pudo llevar a cabo reformas constitucionales que 
reforzaron la institucionalidad democrática. Así, por ejemplo, actual-
mente el Presidente de la República se ve facultado a pedir el retiro de 
los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, así como del General 
Director de Carabineros, sin necesidad de apoyo del Legislativo, como 
se estipulaba en la Constitución de 1980. De igual forma, desaparece la 
figura del “Senador designado”, con lo cual la “bancada militar” pierde 
el rol político adquirido a inicios del proceso democrático. 

Ahora bien, el sector seguridad y cada una de las instituciones que 
lo constituyen han seguido caminos diversos en el proceso de reformas, 
modernización y desarrollo. A continuación, se presenta un breve pano-
rama de estos cambios, así como de los desafíos aún pendientes en cuatro 
áreas: Defensa, Seguridad Pública, Justicia e Inteligencia. 

2. Defensa

Luego de la participación directa de las Fuerzas Armadas en la conduc-
ción política del país durante los años de la dictadura de Pinochet, se evi-
dencia una tendencia permanente hacia la definición de espacios profe-
sionales y la limitación de su involucramiento en temas de contingencia 
política. En parte por decisión de los gobiernos civiles y también por la 
redefinición estratégica de las Fuerzas Armadas, se ha logrado establecer 
un balance del accionar militar. 

Si bien los militares se han retirado de la participación política con-
tingente, no se puede obviar que sus niveles de autonomía para la toma 
de decisiones en prácticamente todos los ámbitos de su accionar son rele-
vantes. En este sentido, se identifican algunos desafíos que requieren ser 
mencionados especialmente. 

a) �Aumentar el liderazgo civil: la participación de civiles en la toma 
de decisiones respecto a los temas estratégicos de la defensa es 
aún limitada. En muchos aspectos, el Ministro de Defensa y los 
Subsecretarios de las tres ramas actúan principalmente como vín-

culo entre el poder político y los militares, y reconocen por ende 
la presencia de una esfera de decisión independiente. Si bien es 
relevante la consolidación de la autonomía profesional para de-
terminar, por ejemplo, el tipo de armamento necesario para un 
hecho específico, tareas como la definición de los contenidos de 
los cursos de formación, el presupuesto y las prioridades de los 
programas deberían estar en el ámbito de la coordinación con la 
conducción civil. 

b) �Capacitar al personal civil: la mayoría de las instancias de formación 
vinculadas a la temática pertenecen o se relacionan con las Fuerzas 
Armadas, situación que revierte en limitados espacios de reflexión 
crítica respecto a la institución en sí misma. Adicionalmente, el 
personal civil con pericia en el tema carece de espacios perma-
nentes de trabajo en el Ministerio de Defensa. Como se ha podido 
comprobar en estudios empíricos, la mayoría de los asesores civiles 
desarrolla tareas más bien esporádicas, situación que va en claro 
desmedro de la capacidad civil para liderar y desarrollar iniciativas 
de largo plazo. 

c) �Redefinir roles y funciones: la situación actual de Chile respecto a 
los países vecinos está marcada por la disminución de los conflic-
tos y el desarrollo de mecanismos políticos de trabajo conjunto. 
Adicionalmente, diversos compromisos han llevado a una mayor 
participación en procesos de paz y misiones internacionales. Todo 
lo anterior debería conllevar a una redefinición de los roles y fun-
ciones de las Fuerzas Armadas, en el marco de un diálogo nacional 
que identifique las metas definidas para este propósito.

d) �Vincular la solicitud presupuestaria con metas y objetivos: el presupuesto 
ordinario del sector defensa, así como los recursos extraordinarios 
que reciben las Fuerzas Armadas por la Ley del Cobre, deberían 
estar vinculados a objetivos y metas precisas. Así, por ejemplo, 
y como ocurre en otros contextos, establecer alternativas para la 
compra de armamento y material tecnológico, al igual que el im-
pacto esperado de dicha inversión. 



Lucía Dammert

| 102 |

Reformas del sector seguridad: el caso de Chile

| 103 |

e) �Vincular instituciones de protección social: los sistemas de salud, edu-
cación y previsión con los que cuentan las diversas ramas de las 
Fuerzas Armadas involucran fuertes gastos para el presupuesto na-
cional. Avanzar en una revisión de su relación costo-eficiencia, así 
como de la posibilidad de integrar algunos de estos servicios, es un 
tema de agenda pendiente. 

f ) �Revisar el servicio militar obligatorio: uno de los temas pendientes es la 
revisión de la utilidad y necesidad de este sistema de conscripción. 

g) �Coordinar con la política exterior: la necesidad de avanzar en mecanis-
mos de coordinación de la política de defensa con la política exte-
rior es vital para avanzar con mecanismos efectivos de trabajo. Un 
ejemplo de estas iniciativas es el 2 + 2 desarrollado con Argentina 
y, más recientemente, con Perú. 

3. Seguridad Pública

En Chile existen dos instituciones policiales: Carabineros de Chile, en-
cargada de la prevención del delito, y la Policía de Investigaciones, dedi-
cada a la investigación. Ambas dependen aún del Ministerio de Defensa; 
los cambios constitucionales definieron que la dependencia estaría a 
cargo de un “ministerio encargado de la Seguridad Pública”, pero está aún en 
debate la creación de un ministerio, o de una subsecretaría dentro del 
Ministerio del Interior. 

Las Policías chilenas cuentan con altos niveles de confianza y aproba-
ción ciudadana. Sus bajos niveles de corrupción y la percepción de pro-
fesionalismo frente al incremento de la criminalidad tornan las miradas 
públicas hacia el gobierno como principal responsable del deterioro 
de la situación. Todo lo anterior no ha colaborado en la instalación de 
una agenda de reformas en la que la conducción civil sea clave. Por el 
contrario, los niveles de autonomía institucionales son fundamenta-
les a la hora de entender los cambios que han sufrido ambas Policías. 
En términos generales, se podría decir que la mayoría de los cambios 
experimentados por Carabineros de Chile, así como las propuestas de 
programas desarrollados por la Policía de Investigaciones, son procesos 

intrainstitucionales que posteriormente son comunicados y coordina-
dos con el gobierno. 

Diversos son los desafíos que se pueden mencionar respecto a la segu-
ridad pública, entre ellos se destacan los más relevantes: 

a) �Consolidación del liderazgo civil: la ausencia de expertos civiles en re-
lación con la problemática policial es evidente. Los cargos existen-
tes ocupados por civiles tienen capacidad administrativa y limitado 
mando sobre las instituciones policiales. 

b) �Evaluación del accionar: una tarea pendiente es la definición de me-
canismos de evaluación de los programas o estrategias policiales 
por parte del gobierno. En la actualidad no se conocen estudios de 
evaluación de impacto o proceso de dichas estrategias. 

c) �Evaluación del costo-eficiencia del aumento de dotación: tampoco se co-
nocen estudios que justifiquen el sostenido aumento de la dotación 
policial y menos aún su utilización territorial. Desde esta perspec-
tiva, se busca tornar más participativo el proceso de toma de deci-
siones sobre seguridad pública en el país. 

d) �Cambio en el sistema de justicia militar: el sistema de justicia al que 
pertenece el personal policial de Carabineros es militar, aun en los 
casos en que se enfrentan con civiles en actos no vinculados con sus 
tareas cotidianas. Esta situación ha generado la solicitud de diversas 
instituciones de la sociedad civil, que reconocen en ella niveles de 
discrecionalidad. 

e) �Mayor coordinación y colaboración entre agencias: la limitada dotación 
con que cuenta la Policía de Investigaciones ha conllevado a una 
presencia significativa de Carabineros de Chile en tareas investi-
gativas. De hecho, más del 40% de las órdenes de investigar son 
desarrolladas por esta última institución, situación que acarrea du-
plicaciones evidentes e innecesarias. Por tanto, es central definir la 
necesidad de colaboración y coordinación en temas especialmente 
vinculados con la investigación, pero también con la prevención 
del delito. 
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4. Justicia 

Sin duda, es la Justicia el área en la que mayores reformas se han desarro-
llado en Chile. Especialmente vinculados con el proceso penal, los cam-
bios han sido profundos e impactan sobre la calidad misma del proceso. 
De esta manera, se pasó de un procedimiento escrito, secreto y de larga 
duración a otro oral, público y con tiempos significativamente menores 
para la resolución de los casos. Este cambio ha sido gradual y requirió 
de una importante inversión pública para la creación de instituciones 
nuevas, como el Ministerio Público y la Defensoría Penal, así como para 
el proceso de capacitación de los actores vinculados al proceso, como los 
policías, peritos y otros. Cabe destacar que su inicio no ha estado exento 
de problemas relacionados principalmente con la percepción ciudadana 
(apoyada muchas veces por los medios de comunicación) de garantismo 
o “mano blanda”, debido a casos en que los culpables de ciertos delitos 
han recibido castigos que fueron considerados leves. 

A pesar de los importantes avances logrados en esta materia, aún que-
dan espacios relevantes que requieren ser reformados y modernizados 
para lograr mayor eficiencia y calidad del servicio. Entre los principales, 
se encuentran la Justicia de familia, la Justicia civil y la Justicia militar.

5. Inteligencia 

La creación de la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI) instaló la posi-
bilidad de establecer mecanismos de mayor coordinación y profesionali-
zación por parte de los servicios de inteligencia que funcionan en el país. 
Pero las expectativas no han sido satisfechas debido a los importantes 
niveles de discrecionalidad con que se realizan las tareas de inteligen-
cia, así como a las limitadas coordinaciones existentes con las tareas de 
inteligencia policial. Son aún múltiples los desafíos pendientes para la 
consolidación de un proceso de reforma que establezca un sistema de in-
teligencia que funcione en el marco del Estado de Derecho y con niveles 
relevantes de eficiencia y eficacia. 

Defensa, seguridad y Estado  
de Derecho

Rut Diamint

1. Introducción

El debate sobre las misiones militares en América Latina no puede des-
ligarse de la reciente historia autoritaria vivida en la mayoría de las na-
ciones de la región. No puede pensarse en abstracto, sin recordar que la 
transición a la democracia es un período crucial, de tensiones, durante el 
cual los legados autoritarios tratan de sobrevivir, mientras que las prác-
ticas democráticas luchan por emerger. El debate sobre nuevas amenazas 
y la urgencia por encontrar soluciones a la violencia ciudadana no se 
inscriben en un vacío, sino en la memoria del avasallamiento de los dere-
chos humanos por parte de las instituciones militares.

La violencia del orden social está vinculada a las fallas de la demo-
cratización y a la marginación de amplios sectores sociales. La creciente 
inseguridad en muchas ciudades de América Latina, algunas de las cuales 
tienen el amargo récord de estar en los primeros lugares en crimina-
lidad, es tanto consecuencia del quiebre de expectativas ante los nue-
vos gobiernos democráticos, como efecto de una notoria debilidad en la 
institucionalidad republicana. Como han señalado muchos académicos, 
las naciones latinoamericanas han establecido exitosamente el régimen 
democrático, sin desarrollar un Estado democrático completo;1 tienen 
democracias sin ciudadanía;2 y tienen ciudadanía de baja intensidad.3 
Esa incremental inseguridad también dejó en evidencia el colapso de los 
sistemas de seguridad interior. 

En esta presentación reflexionaré primero acerca de los temibles 
efectos de la superposición de funciones policiales y militares para la 
estabilidad del régimen democrático en América Latina. En segundo 
término, presentaré brevemente un panorama de las políticas de de-
fensa en Argentina, resaltando por qué para mi país la división entre 
funciones de defensa y de seguridad es vital para la vigencia y estabili-
dad del sistema político.




